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“(…) no es posible para esta Sala aceptar la competencia que le traslada el Tribunal Administrativo de Caldas por dos razones: la primera, que ya se había desprendido de la misma y no es posible que, sin generarle un conflicto, otro juez que no sea su superior funcional se la restituya; y la segunda, que el único referente que se tiene de competencia territorial, es la ubicación de la Defensoría demandada, cuyo asiento está en Manizales, ya que no se suministra domicilio o dirección física del accionante, y bien se sabe que el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, regulan esa situación.”
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Expediente 66001-22-13-000-2016-00475-00 

Resuelve la Sala en esta providencia lo atinente a la competencia que le atribuye el Tribunal Contencioso Administrativo de Caldas en la presente acción de tutela que Javier Elías Arias Idárraga instauró inicialmente contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, en la que incluyó una pretensión contra la Defensoría del Pueblo de Manizales.

Para tomar la resolución pertinente, que consistirá en generar un conflicto de competencia entre jurisdicciones, deben resaltarse varias cosas, por cuanto el trámite que se ha adelantado surgió a raíz del cumplimiento de decisiones adoptadas con antelación.
En efecto, como se lee en los folios que componen las demandas de tutela presentadas por el señor Arias Idárraga, ellas iban dirigidas, en principio, contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito. Pero, con su acostumbrada forma de pedir, él mismo, incluyó en el acápite de solicitudes que se tramitara “tutela referente a la negativa de la defensora del pueblo en Manizales, por negarse a impetrar tutelas a mi nombre, en muestra clara de violación aparente de la Ley 734 de 2002 y se le orden cumplir su función deber”, que es la misma que formula en los cientos de acciones de tutela que ha propuesto contra diferentes despachos judiciales en esta ciudad.

En virtud de ello, en una de tantas ocasiones, en lo que a este despacho concierne, no se vinculó a esa Defensoría, y cuando el asunto subió por la impugnación de la sentencia a la Corte Suprema de Justicia, se profirió el auto del 10 de julio de 2015, dentro del expediente 66001-22-13-000-2015-00211-01, expediente STC-8950 2015, en el que la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, anuló el trámite aquí surtido en lo que a dicha Defensoría correspondió y dispuso remitir copia del expediente a la Oficina Judicial de Manizales para que se efectuara el reparto entre los Juzgados Municipales, con el fin de que se ocuparan de lo alegado en el numeral 6º de las peticiones del actor, que es el que se transcribió.

Posteriormente, en providencia del 3 de marzo del presente año, insistió la Corte Suprema en que era necesario definir las acciones de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Pereira y la Defensoría del Pueblo de Manizales, y le ordenó a esta Sala en el radicado 2016-00100-00, que definiera si asumía la competencia o enviaba las copias pertinentes a quien la tuviera. En esa medida, con el antecedente que ya tenía esta Corporación, se optó por mandar las copias de las acciones de tutela a la ciudad de Manizales, para que, cual lo dijo nuestro superior funcional, se repartiera entre los Juzgados Municipales. Es decir, que la decisión de remitir las copias a los jueces municipales no obedeció propiamente al criterio de esta Sala, sino al seguimiento del precedente señalado.

Una vez allí, el Juzgado Séptimo Penal Municipal con Función de Control de Garantías, decidió declararse incompetente por cuanto la Defensoría del Pueblo es una entidad del orden nacional y quien debe conocer de las acciones de tutela en su contra es un Tribunal Superior de Distrito Judicial (ha debido decir una corporación con categoría de tribunal). Repartido el asunto, correspondió al Tribunal Administrativo de Caldas y el magistrado sustanciador dispuso inadmitir la tutela, a la vez que requirió al accionante para que aclarara algunas situaciones; enterado el señor Arias Idárraga, le pidió a esa Corporación que devolviera la actuación a Pereira y así se procedió con la sola mención de que “De la afirmación hecha por el actor, se infiere que la acción de tutela debe tramitarse ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira”, sin tener en cuenta el derrotero anterior, que aparece claro en los folios que le fueron enviados al Tribunal Administrativo de Caldas.

De manera que cuando esta Sala decidió enviar las copias a Manizales para que allí se conociera el asunto, lo hizo respondiendo a la posición hasta entonces asumida por la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia; con fundamento en ella escindió la acción de tutela para conocer de las pretensiones dirigidas contra el Juzgado y dejar las que se formularon contra la Defensoría del Pueblo de Manizales para que las analizara quien, según la alta Corporación, era competente. Esto, no obstante que el criterio actual de la misma Corte, para tutelas más recientes se orienta en el sentido de que se debe vincular, como un sujeto más, a dicha Defensoría en esta sede
.
Lo anterior implica que no es posible para esta Sala aceptar la competencia que le traslada el Tribunal Administrativo de Caldas por dos razones: la primera, que ya se había desprendido de la misma y no es posible que, sin generarle un conflicto, otro juez que no sea su superior funcional se la restituya; y la segunda, que el único referente que se tiene de competencia territorial, es la ubicación de la Defensoría demandada, cuyo asiento está en Manizales, ya que no se suministra domicilio o dirección física del accionante, y bien se sabe que el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000, regulan esa situación.

En consecuencia, se generará el conflicto respectivo que, por darse entre jurisdicciones, se remitirá a la Corte Constitucional para ser resuelto, ya que entre los dos Tribunales no existe un superior jerárquico común

   



DECISIÓN





En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria del Tribunal Superior de Pereira, 

  



RESUELVE:

  



1. 
No asumir el conocimiento de la acción de tutela que Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, ha promovido contra la Defensoría del Pueblo de Manizales.

 



2. 
Ordenar la remisión del expediente a la Corte Constitucional, para que se dirima el conflicto de competencia entre jurisdicciones que ahora se plantea.





Notifíquese esta decisión a los interesados en el asunto y al Tribunal Administrativo de Caldas, por un medio expedito.


  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

  



Magistrado

� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, acciones de tutela radicadas 2016-00100-00/ 00104-00/ 00108-00, entre otras. M. P. Luis Armando Tolosa Villanoba. 


� Corte Constitucional, autos 093 de 2016, 218 de 2014, 244 de 2011, entre otros. 
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